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El asunto cuyo análisis nos ocupa (STJCE 29 jul. 2010, Astra Zeneca UK Ltd y 
Commissioners for Her Majesty’s Revenue and Customs, C-40/09), tiene por objeto 
una petición de decisión prejudicial planteada por el VAT and Duties Tribunal de 
Manchester (Reino Unido) —en adelante, el Tribunal nacional—, ante el Tribunal de 
Justicia de las Comunidades Europeas (en lo sucesivo, TJCE), sobre la interpreta-
ción (básicamente) del artículo 2.1 de la Directiva 77/388/CEE del Consejo, de 17 
de mayo de 1977, Sexta Directiva en materia de armonización de las legislaciones 
de los Estados miembros relativas a los impuestos sobre el volumen de negocios —
Sistema común del Impuesto sobre el Valor Añadido: base imponible uniforme (en 
adelante, Sexta Directiva).
Descendiendo a los hechos motivadores del litigio, se observa que Astra Zeneca, 
sociedad dedicada al sector de la industria farmacéutica, ofrece a sus empleados 
—que no son sujetos pasivos del Impuesto sobre el Valor Añadido (en adelante, IVA)— 
un sistema de retribución consistente en una parte anual fija —a la que denomina-
remos “fondo”—, que incluye una cantidad en metálico y, en su caso, las ventajas 
sociales previamente elegidas por el trabajador; de manera tal que cada ventaja 
social elegida por este produce el consiguiente descuento por el mismo importe en 
el fondo de dicho empleado.
Pues bien, entre las ventajas sociales ofrecidas por la empresa figuran unos vales 
de compra canjeables en determinados comercios. En un primer momento, Astra 
Zeneca presentó sus declaraciones de IVA presuponiendo la inexistencia de obli-
gación alguna de facturar el IVA repercutido al entregar los vales de compra a sus 
empleados, así como la imposibilidad de deducir el IVA soportado por ella en la 
adquisición de dichos vales. No obstante, con posterioridad a dicho posicionamien-
to, cambió de opinión y exigió que se le permitiera deducir el IVA soportado, dado 
que el coste de la adquisición de dichos vales formaba parte de los gastos generales 
de la empresa; y ello sin perjuicio de no tener que facturar el IVA repercutido en la 
entrega de tales vales a sus trabajadores, en la medida en que dicha entrega no se 
realizaba a título oneroso. En este orden de cosas, presentó ante los Commissioners 
una solicitud de devolución del IVA que había soportado en la adquisición de los 
antedichos vales de compra.
El órgano competente emitió una respuesta de carácter alternativo. Tomando como 
premisa que Astra Zeneca no utilizaba los vales para operaciones gravadas, dicta-
minó, en primer término, que la empresa no tenía derecho a la deducción del IVA 







deducir dicho IVA, estando a su vez obligada a contabilizar el IVA correspondiente 
a la entrega de los vales a sus empleados, en el bien entendido de que los mismos, 
o se entregaban a título oneroso (como demuestra el hecho de que su importe se 
descontara del fondo del trabajador), o se ponía a disposición de los empleados 
para fines ajenos a la actividad empresarial. Como en este último caso, el valor de 
la prestación de servicios equivalía al coste de la entrega de los vales de compra, 
Astra Zeneca estaba obligada a declarar el IVA repercutido sobre dicho importe.
De acuerdo con todo ello, los Commissioners denegaron la devolución del IVA soli-
citada y practicaron una liquidación provisional del IVA repercutido pendiente de 
pago, en atención a la hipótesis de que la entrega de vales mencionada se conside-
rase realizada a título oneroso.
En discrepancia con dicha actuación, Astra Zeneca recurrió ambas decisiones ante 
el Tribunal nacional que, debido a las dudas hermenéuticas que le suscitó la norma-
tiva comunitaria en la materia, suspendió el procedimiento y procedió a plantear 
tres cuestiones prejudiciales. En realidad, nuestro comentario se circunscribe 
exclusivamente a la primera de ellas, en virtud de la cual se pregunta al TJCE sobre 
la debida interpretación del artículo 2.1 de la Sexta Directiva, pues, como veremos, 
la respuesta positiva al interrogante formulado hace innecesario el examen de las 
dos cuestiones restantes. En concreto, mediante esta primera cuestión prejudicial 
se solicita al Alto Tribunal una clarificación expresa acerca del sentido del artículo 
2.1 de la Sexta Directiva y, señaladamente, sobre si la entrega de un vale de compra 
por una sociedad a sus empleados como parte de la retribución de estos constituye 
o no una prestación de servicios realizada a título oneroso.
2.	 	EL	 HECHO	 IMPONIBLE	 DEL	 IVA:	 CONCEPTO	 DE	 PRESTACIONES	 DE	 SERVICIOS	
REALIZADAS	A	TÍTULO	ONEROSO
Con fundamento en la variada y numerosa casuística que su aplicación genera, se 
ha afirmado en no pocas ocasiones que el IVA se presenta como el más complejo de 
los impuestos estatales. De hecho, su normativa reguladora en el ámbito interno 
español (L 37/1992, 28 dic., complementada por el Reglamento aprobado por RD 
1624/1992, 29 dic.) es una de las normas tributarias de más difícil interpretación, 
complejidad esta que trae causa de la naturaleza armonizada del tributo y, en 
definitiva, de la abundancia de normas comunitarias y sentencias del TJCE que, 
con mayor o menor acierto, tratan de arrojar luz sobre su correcta comprensión.
El ámbito de aplicación del IVA es, en principio, el más amplio que permita su pro-
pia naturaleza de impuesto sobre el consumo. A estos efectos, ya en el inicio del 
proceso armonizador, la Primera Directiva dispuso en su quinto Considerando que 
“un sistema de Impuesto sobre el Valor Añadido logra la mayor sencillez y mayor 
neutralidad cuando el impuesto es percibido de una forma tan general como sea 
posible y alcanza todos los estadios de la producción y de la distribución, así como 
de las prestaciones de servicios” (JO 71, de 14 de abril de 1967, pág. 1303). Esta 
pretendida generalidad se ha plasmado en el artículo 2.1 de la Sexta Directiva que 
somete al IVA las entregas de bienes y las prestaciones de servicios efectuadas a 
título oneroso en el interior del país, por un sujeto pasivo que actúe como tal, de 
acuerdo con la delimitación del artículo 4.
Atendiendo, pues, a un criterio ratione materiae, las prestaciones de servicios 
realizadas en el interior de un Estado conforman la segunda de las operaciones 
integrantes del hecho imponible de este Impuesto. La Sexta Directiva no contiene 
una definición positiva de lo que deban considerarse como tales, sino que acoge un 
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concepto negativo, que a continuación se completa con un elenco de actividades 
específicas, al disponer en su artículo 6.1 que «serán consideradas como “prestacio-
nes de servicios” todas las operaciones que no tengan la consideración de entrega 
de bienes con arreglo a lo dispuesto en el artículo 5».
De este modo, las prestaciones de servicios aparecen delimitadas por el legislador 
comunitario de forma residual respecto de las entregas de bienes, que el artículo 
5.1 de la Sexta Directiva caracteriza como “la transmisión del poder de disposición 
sobre un bien corporal con las facultades atribuidas a su propietario”. Igualmente, 
la determinación de esta categoría, como también sucede en las entregas de bie-
nes, se lleva a cabo más con criterios económicos que jurídicos, toda vez que deben 
consistir en operaciones económicas, por cuanto que intervenga en ellas un sujeto 
pasivo en los términos en los que se configura el Impuesto. No es menos cierto, 
empero, que existe asimismo un cierto carácter jurídico, puesto que debe existir 
necesariamente una transacción onerosa, pero este último aspecto aparece difumi-
nado a la sombra del anterior.
Para la sujeción de las prestaciones de servicios, al igual que ocurre en el caso de 
las entregas, la Sexta Directiva impone tres requisitos: su realización en el inte-
rior del país, por sujetos pasivos y a título oneroso. Centrándonos en esta última 
característica, el propio TJCE se preocupó ya en fecha temprana de clarificar su 
significado, al entender que la misma exige la existencia de un contravalor, siem-
pre imprescindible, y que debe constituir la retribución exacta del servicio. Por 
consiguiente, para que pueda hablarse de una prestación de servicios en el sentido 
del artículo 2.1 de la Sexta Directiva, han de existir un beneficio y una retribución, 
derivados ambos de una relación contractual.
Dicho contravalor debe integrarse en el marco de una relación jurídica que aúne 
prestaciones recíprocas predefinidas. De ahí que el Alto Tribunal haya rechazado su 
existencia en el supuesto de ausencia de pacto previo entre las partes. Como segui-
damente comentaremos, tal exigencia resulta cumplida en el caso de autos a través 
de la aceptación de los vales por los empleados, con la consiguiente deducción del 
importe correspondiente en su fondo, como parte de la contraprestación acordada 
por los servicios prestados. Esta regla general sólo puede ser excepcionada en los 
casos en que así lo dispongan expresamente las normas aplicables, referidas todas 
ellas a las diversas formas de autoconsumo gravadas por el impuesto.
A imagen y semejanza de la normativa comunitaria, la Ley española del IVA pre-
tende abarcar en su hecho imponible el conjunto de operaciones susceptibles de 
producirse en el ámbito empresarial. Así las cosas, el artículo 4 de la Ley 37/1992 
establece la sujeción de las entregas de bienes y prestaciones de servicios reali-
zadas en el ámbito espacial del Impuesto por empresarios o profesionales a título 
oneroso, con carácter habitual u ocasional, en el desarrollo de su actividad empre-
sarial o profesional, incluso si se efectúan a favor de los propios socios, asociados, 
miembros o partícipes de las entidades que las realicen.
Como no podía ser de otro modo, el carácter oneroso se configura como uno de los 
presupuestos principales para considerar que una determinada operación se halla 
sujeta al Impuesto. El sometimiento a gravamen de las operaciones a título oneroso 
responde al principio de generalidad en la aplicación del IVA. Por esta razón, las 
entregas de bienes y prestaciones de servicios que se realicen de manera gratuita 
no se incluirán en el hecho imponible del Impuesto, por entender que la falta de 
onerosidad determina, asimismo, la inexistencia de valor añadido gravable en la 





Coincidencia plena con el concepto comunitario revela, igualmente, el artículo 
11.Uno de la Ley 37/1992, al definir lo que haya de entenderse por prestación de 
servicios. La normativa española se limita a transponer en este punto lo dispuesto 
en el artículo 6.1 de la Sexta Directiva. Nótese, a estos efectos, que la delimitación 
entre la entrega de bienes y la prestación de servicios entraña notable trascenden-
cia, por las distintas consecuencias que en uno y otro caso conlleva a la hora de 
aplicar las reglas de localización del hecho imponible, así como en la determina-
ción del devengo y del tipo impositivo. Precisamente, por tal motivo, el Tribunal 
de Luxemburgo (véanse, a título de ejemplo: STJCE 2 may. 1996, Faaborg-Gelting 
Linien A/S, C-231/94; STJCE 11 feb. 2010, Graphic Procédé y Ministère du Budget, 
des Comptes publics et de la Fonction publique, C-88/99) ha puntualizado en varias 
de sus sentencias los criterios de distinción de ambas figuras, sin perjuicio de consi-
derar prestaciones de servicios a todas aquellas operaciones que no se conceptúen 
como entregas de bienes.
3.	 RAZONAMIENTO	DEL	TJCE	Y	CONCLUSIÓN
Expuesto el marco jurídico en vigor aplicable a los hechos acontecidos, el TJCE 
comienza recordando el amplio ámbito de aplicación que la Sexta Directiva asigna 
al IVA y, en base al cual, se puede colegir que una sociedad como Astra Zeneca 
desarrolla una actividad económica, al entregar vales de compra a sus empleados a 
cambio de la renuncia de estos a una parte de su retribución en metálico.
La segunda cuestión para clarificar por el Alto Tribunal consiste en discernir si nos 
hallamos ante una entrega de bienes o, por el contrario, ante una prestación de ser-
vicios con arreglo, respectivamente, a los artículos 5.1 y 6.1 de la Sexta Directiva. 
Habida cuenta de que los vales de compra aludidos permiten que los empleados 
que los reciben adquieran un bien o servicio en determinados comercios, esto es, 
les otorgan un derecho futuro e indeterminado en cuanto a su objeto, sobre bienes 
y servicios, resulta evidente que la operación examinada integra una prestación de 
servicios y no una entrega de bienes, dado que ningún poder de disposición sobre 
un bien se transmite de inmediato a los trabajadores a través de los citados vales.
Avanzando un paso más, el Tribunal de Luxemburgo procede a analizar si en la opera-
ción que nos ocupa concurren los requisitos exigidos para poder calificarla como pres-
tación de servicios en el sentido del artículo 2.1 de la Sexta Directiva, por existir una 
relación directa entre el servicio prestado y la contraprestación recibida. En primer 
lugar, advierte positivamente la existencia de una relación directa entre la entrega 
de los vales de compra por parte de Astra Zeneca a sus empleados y la parte de la 
retribución en metálico a la que estos deben renunciar como contraprestación de 
dicha entrega. Se observa, ciertamente, que aquellos trabajadores que hayan optado 
por recibir estos vales no perciben la totalidad de su retribución en metálico, sino 
que deben renunciar a una parte de ella a cambio de aquellos, todo lo cual se articula 
a través de la práctica de un determinado descuento al fondo de dichos empleados.
Desde esta perspectiva, deviene innegable que la sociedad recibe una contrapres-
tación a cambio de la entrega de los referidos vales de compra, contraprestación 
que además se expresa en términos monetarios, en la medida en que consiste en 
una parte de la retribución en metálico de sus trabajadores. A mayor abundamiento, 
constata el TJCE, en el parágrafo 32 de la sentencia comentada, que el IVA correspon-
diente a la entrega de los vales recae en el consumidor final de los bienes o servicios 
que puedan comprarse con dichos vales, es decir, los empleados de Astra Zeneca 
que los reciben, toda vez que en el descuento aplicado a la retribución de dichos 
trabajadores está incluido el precio de los valores y la totalidad del IVA que los gravó.
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Atendidas, pues, las circunstancias presentes en la operación, el Alto Tribunal 
concluye que nos encontramos ante una prestación de servicios realizada a título 
oneroso, en el sentido del artículo 2.1 de la Sexta Directiva, contestando de este 
modo a la primera de las cuestiones prejudiciales formuladas. El razonamiento 
desarrollado por el Tribunal de Luxemburgo hasta alcanzar la convicción de que la 
entrega de vales de compra a sus empleados por parte de una sociedad, que a su 
vez ha adquirido dichos vales a un precio que incluye el IVA, a cambio de que tales 
trabajadores renuncien a una parte de su retribución en metálico, constituye una 
prestación de servicios realizada a título oneroso de conformidad con el artículo 2.1 
de la Sexta Directiva, es, desde nuestro punto de vista, acertado. A través del pre-
sente pronunciamiento, el TJCE no desaprovecha la ocasión de reforzar cuestiones 
de importancia nuclear en un gravamen de significativa complejidad, como es el 
IVA, consolidando de esta forma una doctrina jurisprudencial de inestimable valor 
para la aplicación diaria del Impuesto por los operadores jurídicos.
1.	 INTRODUCCIÓN
En el asunto C-276/09 se da respuesta a la petición de decisión prejudicial plan-
teada, por la High Court of Justicer (England & Wales), Chancery Division (Reino 
Unido) mediante resolución de 8 de abril de 2009 que versa sobre la interpreta-
ción del artículo 13, parte B, letra d), números 1 y 3, de la Directiva 77/388/CEE 
del Consejo, de 17 de mayo de 1977, Sexta Directiva en materia de armonización 
de las legislaciones de los Estados miembros relativas a los impuestos sobre el 
volumen de negocios, según el cual quedarán exentas del Impuesto sobre el Valor 
Añadido, en particular, la negociación de créditos y las operaciones relativas a 
pagos y transferencias.
2.	 TIPO	DE	PROCEDIMIENTO
El litigio tiene por objeto una petición dirigida al Tribunal de Justicia, con arreglo al 
artículo 234 del Tratado, por la High Court of Justicer (England & Wales), Chancery 
Division (Reino Unido), mediante Resolución de 8 de abril de 2009 en el marco de un 
litigio entre Everything Everywhere Ltd., anteriormente T-Mobile (UK) Ltd. (en lo 
sucesivo “Everything Everywhere”), y los Commissioners for Her Majesty´s Revenue 
and Customs, para obtener una decisión prejudicial sobre el IVA que corresponde 
a los cargos facturados por Everything Everywhere Ltd. a sus clientes cuando estos 
optan por determinadas modalidades de pago de sus facturas mensuales.
3.	 MARCO	JURÍDICO
3.1.	 Normativa	comunitaria
El artículo 2, número 1, de la Sexta Directiva, de 17 de mayo de 1977, estable-
ce que estarán sujetas al IVA “las entregas de bienes y prestaciones de servicios 
realizadas a título oneroso en el interior del país por un sujeto pasivo que actúe 
como tal”.
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